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				Prólogo

				Laurence Whitehead

				Según cierto tipo de tradición politológica convencional, la democratización se entiende como un cambio de régimen político a nivel nacional que consiste en tres etapas claramente separadas y estrechamente vinculadas. Al inicio, un régimen abiertamente antidemocrático (autoritario) empieza una liberalización controlada. Éste conduce a una transición, quizás turbulenta, pero en general breve, que concluye con un acuerdo amplio sobre las nuevas “reglas del juego” (una constitución democrática). Finalmente, un nuevo sistema democrático nacional se convierte en hegemónico (“the only game in town”), consolidándose como norma incuestionable. Todo eso puede ocurrir en pocos años. El ejemplo paradigmático sería el de España entre 1976 y 1978 (Gunther, 1992).

				Sin embargo, en América Latina, después de treinta años de una ola de cambios de régimen, este esquema no logra captar el dinamismo, la ambigüedad y la variabilidad de los procesos democratizadores en curso. Incluso, se cuestionaría su validez. Ése es el contexto en el que los estudios aquí incluidos ponen la atención sobre una importante gama de iniciativas de carácter democratizador que traspasan los límites de las teorías antes mencionadas. La gran cantidad de demandas de nuevas versiones de “democracia participativa” extendidas por todo el subcontinente cuestionan el supuesto de una “cerrazón” institucional del tipo postulado por el concepto de “consolidación”.[1] Los casos descritos en este volumen reflejan esfuerzos parciales orientados a democratizar sistemas políticos que no son antidemocráticos, o por lo menos no explícitamente. Son opciones o experimentos, y por eso tampoco se encuentran tan estrechamente vinculados entre sí, ni son trasladables de modo indiscriminado a otros países. Son iniciativas en curso, sujetas a modificación y a ampliación, según los resultados conseguidos. Son procesos incompletos que merecen la designación de “potencialmente democratizadores”, aunque también incluyen posibilidades de deformación y descarrilamiento. Reflejan tanto el desencanto de muchos ciudadanos y electores latinoamericanos con el desempeño real de los regímenes instalados en nombre de la democracia después de 1980, como la creatividad de varios actores políticos —viejas élites y coaliciones emergentes— que buscan reposicionarse o movilizar a sus bases.

				Los estudios que contiene este libro sólo se refieren a los países de América Latina, pero la insatisfacción popular con muchos gobiernos clasificados por la politología como “democracias consolidadas” se extiende mucho más allá de Nuestra América —en ciertos aspectos, pasando incluso al norte del Río Grande—. En consecuencia, la búsqueda de formas de representación política más auténticas y que unan con más cercanía a los gobernantes con los ciudadanos, es un tema global y no sólo regional. Sin embargo, conviene examinar en términos comparativos las experiencias contemporáneas en América Latina, porque la región ofrece un acervo excepcionalmente rico en este sentido. Desde una óptica más teórica, este enfoque subraya la irrealidad o irrelevancia de conceptos claves de una ciencia política “mecánica” y abre espacios para estudios más contextualizados, en los cuales la democratización aparece como un proceso multidimensional, de largo alcance histórico, sin una trayectoria única o predeterminada, sino que sigue un camino abierto a la renegociación y a la reconceptualización, que está siempre sujeto a impugnación y a la apropiación parcial.

				En términos generales, lo que iguala los seis estudios aquí reunidos es una búsqueda por innovaciones institucionales capaces de llenar el vacío entre los ciudadanos y sus representantes, un vacío que a veces corre el riesgo de deslegitimar estructuras políticas que son formalmente democráticas, pero que a menudo no son vistas como tales. No se trata de un vacío uniforme y abismal, como tal vez fue el caso bajo los sistemas autoritarios; más bien se trata de una variedad de deficiencias representativas fragmentarias y perfectibles. Algunas de estas deficiencias surgen a nivel local y pueden ser parcialmente compensadas por mecanismos de participación presupuestaria, o por plebiscitos municipales, incluso a través de la revocación de mandatos. Pero, como se observa en los estudios de caso, estos remedios también sufren de sus propias ambigüedades democráticas (por ejemplo, las revocatorias son a veces convocadas por los partidos que perdieron las últimas elecciones y, por lo tanto, no reflejan un sentimiento generalizado de la ciudadanía, sino que forman parte de la lucha político-partidaria por “otros medios”). Las deficiencias también existen a nivel subnacional, como se observa, de manera variable, en la falta de transparencia en las tres entidades mexicanas analizadas por Alicia Gómez. En otros casos, las deficiencias pueden ser más bien sectoriales, y la solución, el establecimiento de defensorías del pueblo, como en el caso de Costa Rica. Aquí también encontramos posibilidades reformistas que tienen que adaptarse a las prioridades y las reglas informales de cada país o localidad, y que por su discrecionalidad llegan a atraer apoyo y generar expectativas populares, o bien estimular celos y resistencias burocráticas.

				También a nivel nacional se emprenden iniciativas como la de la Comisión de Legislación Participativa en Brasil, la cual ofrece espacio para que las ONG promuevan sus objetivos y dialoguen con los legisladores. Pero, en este caso también, como se advierte en el capítulo correspondiente, este tipo de instrumento adicional de participación favorece ciertos intereses organizados, a costa de la no participación de otros grupos, por lo cual plantea nuevamente dudas sobre la amplitud de su contribución a la democratización. En ese mismo sentido, la ley federal para la reforma electoral mexicana de 2007 atenuó algunas deficiencias evidentes en la estructura reglamentaria que falló durante la estrecha lucha electoral presidencial de 2006, mas no generó una nueva legitimidad global. Fue una medida paliativa que dejó intacta —o que quizás agravó— la causa básica de insatisfacción del electorado mexicano con su sistema de representación política. Al final de cuentas, sigue de pie la “partidocracia”, los contrincantes no aceptan la lógica de “oposición leal” como elemento integral de la alternancia democrática, y los ciudadanos desconfían de sus gobernantes constitucionales.

				Cuatro de los seis capítulos aquí incluidos se refieren a estudios de caso, específicamente nacionales, pero todos los trabajos son, por lo menos implícitamente, comparativos. El hecho es que la América Latina democrática de nuestros días constituye una “gran región” bastante interconectada, y también muy abierta a las corrientes y a los ejemplos internacionales.

				Así que, como señala en particular el estudio de Osmany Porto de Oliveira, para entender el significado de una iniciativa participativa en un lugar dado (como Porto Alegre, Brasil), hay que analizar tanto el contexto específico y local, como el ambiente regional e incluso global. La recepción local se fortalece si se cree que el nuevo experimento tiene credenciales externas y posibilidades de ser reexportado. Así, Porto Alegre recibió apoyo progresista y prestigioso desde fuera, y también tuvo la satisfacción de proyectarse como una ciudad de “vanguardia iluminada” superior a sus vecinas rivales. De la misma manera, los demócratas costarricenses suelen envalentonarse y a la vez separarse de sus vecinos centroamericanos a través de este tipo de comparación.

				En México, el éxito del IFE después de 1996 ofreció la oportunidad de proyectar un modelo de control de irregularidades en el conteo de los votos que, al menos durante una década, generó un grado de influencia y prestigio externo que hacía tabula rasa con su reputación internacional previa. En todos los campos investigados en este libro hay diálogo entre las corrientes teóricas globales y la experimentación democrática y las iniciativas latinoamericanas. Incluso las leyes de transparencia en las entidades federativas de México (que según Alicia Gómez no lograron convertirse en instituciones porque “la ley no pegó” socialmente) fueron producto de una ley federal que también derivó mucha de su fuerza del ejemplo internacional.

				En su tesis doctoral (no incluida aquí), Thomas Pegram investigó la red de influencias por la cual una institución estrechamente confinada por un marco institucional global (el “ombudsman” de la democracia sueca) se transmitió, en primer lugar, a una democracia en vías de construcción (España) y, más tarde, con mayor carga simbólica y menos disciplina legal, se diseminó por casi toda América Latina. La Defensoría de los Habitantes de Costa Rica representa una etapa intermedia y medianamente institucionalizada, pero cuando esta institución “experimental” se adoptó en los Andes, se constató que las Defensorías del Pueblo de Bolivia y del Perú tienen que adaptarse a situaciones muy poco parecidas al marco original escandinavo.

				Las defensorías encarnan las aspiraciones (incluso las frustraciones) de la masa ciudadana, que con buena razón quizás no crea que sus aparatos estatales respondan eficazmente a sus demandas, por muy urgentes o legítimas que sean. Este ejemplo confirma que más allá del “diseño institucional” tan fetichizado por la ciencia política que se basa en las teorías del “rational choice”, cuando se trata de procesos complejos, turbulentos y específicos de democratización, como los estudiados en este volumen, hay que tomar muy en serio los contextos históricos de cada país. Hasta cierto punto, las teorías y el análisis de la literatura del institucionalismo histórico y del análisis histórico comparado aceptan esto, pero la dialéctica entre los modelos interpretativos y las desarregladas experiencias concretas tienden a contradecir las expectativas (que son demasiado esquemáticas) y a socavar todas las prescripciones cerradas. En concreto, nuestros estudios de caso subrayan la centralidad de factores informales o extrainstitucionales, así como el hecho de que estos experimentos suelen ser “abiertos” (o sea, sin un resultado final y consolidado “de ahora en adelante”), y abren cajas de Pandora con consecuencias impredecibles y poco controlables.

				Pero si todas estas iniciativas para fortalecer la democracia son parciales, complejas, inestables, incompletas y “abiertas”, se plantea un interrogante clave: ¿hasta qué punto, y en qué sentido, como pregunta Melina de Souza Rocha en su capítulo, podemos clasificar esos experimentos como auténticamente “prodemocráticos”? En el plano discursivo, se justifican en estos términos: políticamente, estos experimentos derivan una buena parte de su fuerza de la creencia de que ampliarán los espacios para la participación y mejorarán la rendición de cuentas; y en la práctica, todos estos experimentos contienen elementos concretos que, para algunos actores y para ciertos fines, aumentan el potencial democratizador. Sin embargo, todos chocan con ideas y prácticas ya existentes que también tienen su “razón de ser” democrática. Y en algunos contextos, como en Costa Rica o Uruguay, instituciones como las defensorías han sido criticadas por generar más burocracia, además de utilizar recursos que deberían estar en manos de los ciudadanos.

				El Congreso costarricense tiene el derecho de defender sus prerrogativas contra una defensoría demasiado activista; el IFE de 2006 pudo haberse sentido debilitado sin justificación por los partidos políticos que no reconocieron su responsabilidad de preservar la confianza popular en la integridad del voto; las ONG brasileñas están expuestas a la crítica de que quieren acceso privilegiado a la legislatura sin dar a la sociedad en general un acceso adecuado a sus deliberaciones internas; y en los niveles subnacional y municipal, también es posible cuestionar que el funcionamiento práctico de las leyes de transparencia o de los mecanismos de revocación de mando constituyan una mejora participativa. Algunas iniciativas de este tipo parecen más bien recursos adicionales para que los manipuladores de siempre engañen a los de abajo. En síntesis, cabe reconocer que todas estas medidas contienen un grado significativo de ambigüedad en lo que respecta a su contenido democrático.

				En el fondo, esta realidad refleja que sigue habiendo conflictos irresueltos no sólo sobre cómo fortalecer la política democrática, sino también en cuanto a qué concepto de democracia hay que privilegiar. ¿Se pretende establecer esencialmente una democracia de partidos, o se trata de consolidar instituciones fuertes y transparentes? ¿Se busca movilizar a los ciudadanos de manera individual para que ellos defiendan sus derechos políticos, o se trata de formar colectividades más amplias, que promuevan intereses sociales de grupo y que afirmen sus identidades históricas? ¿Qué tan cosmopolita o localista ha de ser una democracia ampliada? ¿Debe abrirse un gran espacio para los intelectuales, los profesionales, los inversionistas y los expertos, o será más auténtica una democracia más bien “nacional-popular”, o incluso populista? Todos estos debates están en curso en nuestra América, y no están resueltos definitivamente en ninguna parte.

				Por esta razón, en vez de clasificar los regímenes de la región como de derecha o de izquierda, los clasifico y considero un “caleidoscopio”. Las varias innovaciones participativas examinadas en este libro serían favorecidas o resistidas más en función de su identificación con una u otra de estas diferentes concepciones democráticas que por sus méritos democráticos en sí. Y algunas de éstas pueden ser instrumentalizadas por más de una de estas concepciones. Así, por ejemplo, el perfil político de un defensor del pueblo señalaría una preferencia; mientras que un dirigente con otro perfil y la misma función fortalecería una fórmula bastante distinta. Igualmente, los mecanismos de revocación de mando, el plebiscito popular, las consultas con las ONG o el fomento de la transparencia sirven a fines e intereses bien distintos, según la variante democrática preferida.

				Es, hasta cierto punto, un lugar común afirmar que en América Latina hay ciclos de reforma que nunca se cierran; o que siempre hay que mirar lo que está por detrás de las instituciones formales —analizar las convenciones no escritas y las intenciones ocultas—. Tampoco es original observar que en Latinoamérica no es la norma distinguir rigurosamente (como se hace en muchos trabajos de jurisprudencia europeos) entre la “política normal” y la metapolítica o política constitucional. Nada de esto es nuevo y esta realidad no se suprime con la fraseología hueca de la “consolidación”. Sin embargo, algunos de los experimentos políticos analizados aquí —y muchos otros que vale la pena investigar, pero que no se pudieron incluir en esta modesta publicación— son repeticiones de viejas desviaciones y fracasos. Pero si es cierto que son incompletos, ambiguos, también es verdad que muchos son esperanzadores e imaginativos, y constituyen esfuerzos valiosos para cerrar la brecha entre gobernados y gobernantes, así como para forjar nuevos caminos hacia democracias más legítimas, estables y participativas. Entre las formas más sobresalientes de participación aquí estudiadas, vale la pena distinguir entre las leyes de transparencia, instituciones de supervisión y control, defensa de intereses antes no reconocidos y, sobre todo, varios mecanismos de democracia directa que a veces han funcionado como “puentes institucionales” (no siempre muy confiables por cierto) para la entrada en acción de nuevas fuerzas y coaliciones. Claro, aunque haya habido cambios importantes y hayan surgido nuevas instituciones y nuevos actores políticos, todo esto también representa la continuación de largas tradiciones políticas en la región; así, se experimentan cambios y, al mismo tiempo, se observa una intensificación de algo con raíces profundas.

				En lo personal, he tenido la oportunidad de comparar una serie muy extendida de iniciativas participativas y de reforma política. Por ejemplo, atestigüé el fracaso de la “Asamblea del Pueblo”, en Bolivia, en 1971, así como la más exitosa refundación constitucional de 2008. Tanto las derrotas como los éxitos demuestran la fuerza del empuje popular a favor de políticas más incluyentes. Pero ni unos ni otros cierran el ciclo para siempre. Todos son parciales e incompletos, y las aspiraciones subyacentes siguen insatisfechas. Esos experimentos no resuelven todos los desacuerdos de principio sobre conceptos alternativos de democracia, pero casi siempre contienen aportes valiosos.

				La ola más reciente parece una excepción rica y prometedora, aunque —como siempre— no hay que sacralizarla. Los diversos casos que aquí se estudiaron ofrecen lecciones prácticas para ver si es posible una coexistencia pacífica y cómo negociar estas diferencias con apoyo popular. Son procesos de aprendizaje dentro de un amplio movimiento democratizador, cuyos resultados enseñan lecciones importantes, no sólo para la América Latina actual, sino para un futuro de más largo alcance, y para quienes desean construir mejores democracias en otras partes del mundo.
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						[1] Para una definición clásica de la consolidación, véase Linz (1990) y Diamond (1999); sobre los problemas inherentes al concepto de consolidación, véase, por ejemplo, O’Donnell (1996: 34-51), y Schedler (1998: 91-107).

					

				

			

		


		
			
				La Defensoría de los Habitantes de Costa Rica: ¿un puente entre el Estado y la sociedad?

				Thomas Pegram

				Introducción

				

				Todos los países de América Latina, con excepción de Brasil y Chile, han establecido una institución nacional de derechos humanos (INDDHH) —o Defensoría del Pueblo[1]— a lo largo de los últimos treinta años.[2] Así, Latinoamérica brinda un terreno sumamente rico para examinar la experiencia de esta relativamente nueva clase de organización. La proliferación de las Defensorías en la región refleja la rápida difusión de las INDDHH, que de aproximadamente cinco oficinas en 1990 ascienden a 119 en 2010 (Pegram, 2010: 733). Las Defensorías deben su creación a una diversidad de desencadenantes nacionales e internacionales, incluyendo los procesos de democratización, el cese de guerras civiles y la modernización y reconstrucción del Estado.

				A pesar del prominente lugar que ocupan en el sistema político de América Latina, la academia apenas ha empezado a ocuparse de las INDDHH (Ackerman, 2007; Carver, 2000 y 2005; Reif, 2004; Uggla, 2004; Cárdenas, 2007; Goodman y Pegram, 2011, en prensa). El principal objetivo de este artículo es contribuir a este nuevo campo de investigación, concentrándose en la relación entre la Defensoría de los Habitantes de Costa Rica y los actores sociales organizados, así como en su habilidad para facilitar la participación ciudadana en procesos de rendición de cuentas y su influencia en la democratización del ejercicio del poder político. La posición distintiva de la Defensoría como puente o intersección entre el Estado y los ciudadanos se construye sobre un área de influyentes trabajos de comparación política en los procesos de rendición de cuentas (O’Donnell, 1998; Campero, 2006; Peruzzotti y Smulovitz, 2006).[3] Lo que surge de este análisis es un panorama dinámico y contextualizado de los actores involucrados en la rendición de cuentas, que algunas veces son capaces de disminuir la brecha entre el Estado y la sociedad, brecha que dificulta satisfacer las crecientes necesidades y demandas sociales, incluso en regímenes altamente democráticos.

				La Defensoría de los Habitantes de Costa Rica presenta una historia diferente en comparación con muchos de sus pares regionales.[4] Activada en 1993 bajo el liderazgo de Alberto Carazo (1993-1997),[5] la Defensoría no ha enfrentado un panorama político de inestabilidad o debilidad institucional, tampoco se ha desarrollado en un contexto de flagrantes violaciones a los derechos humanos. Por el contrario, Costa Rica se caracteriza por obtener altos puntajes en los indicadores de calidad de la democracia, por poseer un Tribunal Constitucional particularmente activo y un Estado democrático consolidado (Peeler, 1985; Booth, 1998).

				La Defensoría surgió en el marco de una modernización institucional del Estado, como una forma de profundización de la democracia, que tiene la desafiante tarea de acercar al Estado y la sociedad costarricense desde una entidad pública. Surgió como parte de un programa de reforma estructural dirigido a reducir la creciente brecha entre las instituciones públicas y la ciudadanía (Wilson, 1998). Según los argumentos de Fabrice Lehoucq (2005: 152), el hecho de encontrar una nueva forma para que las personas ejerzan un papel más activo en su propio gobierno sería el desarrollo más importante en la política contemporánea de Costa Rica.

				Este artículo comienza con una discusión sobre los orígenes de la Defensoría en Costa Rica, seguida por un repaso del diseño institucional y sus relaciones con el acceso y el pluralismo políticos. Luego la discusión se centra en su función de enlace, analizando a fondo las relaciones de la Defensoría con otros actores sociales organizados, así como las reglas —formales e informales— que gobiernan el acceso a los espacios sociales de rendición de cuentas. Finalmente, se reflexiona críticamente sobre la contribución de la Defensoría de los Habitantes de Costa Rica en la promoción de la participación ciudadana en los procesos de rendición de cuentas y sobre las implicaciones que esto tiene para la democracia.

				Orígenes: “un megáfono” para el ciudadano

				La Defensoría de los Habitantes de Costa Rica, creada en 1992, fue el resultado de un prolongado debate interno que se remonta a 1977, en el cual se discutió sobre su adecuación al contexto nacional (Esquivel y Castillo, 1997). Cabe reconocer que la influencia internacional y regional incidió en la creación de la Defensoría, especialmente en lo que se refiere a la buena reputación de Costa Rica como ejemplo estable de Estado democrático y garante de derechos en una región que experimentó un grave periodo de autoritarismo, guerra civil y violaciones sistemáticas de los derechos humanos durante la década de los ochenta. Los especialistas consideran que la fortaleza del mandato formal que adquirió la Defensoría en materia de derechos humanos es principalmente el resultado de dichas presiones externas, antes que de factores internos (Cordero, 2007). En efecto, la influencia del modelo español de Defensor del Pueblo se observa en la ley 7319 de 1992, con la notable ausencia de rango constitucional.

				Sin embargo, más allá de la influencia externa, la creación de la Defensoría de Costa Rica surgió de un proceso de formación local de ideas en el que la innovación fue central. Costa Rica presenta una de las formaciones institucionales más densas de América Latina, lo cual es sensiblemente notable gracias a la judicialización que siguió al proceso de modernización del Estado, con la creación de la Sala Constitucional en 1989 como máxima autoridad constitucional (Wilson, 2005). En este contexto, la propuesta de creación de la Defensoría provocó una importante resistencia, desde la cual se argumentaba que una institución con estas características sería superflua en un aparato estatal ya de por sí burocrático. Dentro de la legislatura, el diputado Danilo Chaverri Soto desafió el proyecto en los siguientes términos: “Aún debe ser demostrado a este Plenario qué aspectos de la vida de los ciudadanos van a ser representados y protegidos por una institución de orígenes monárquicos insertada en nuestro sistema democrático y republicano, la cual aún no se encuentra dentro de las competencias de la oficina del ministro de Justicia, el Ministerio de Justicia, la Procuraduría o los Defensores públicos”.[6] Dentro de los poderes Ejecutivo y Judicial, otros actores de peso también se opusieron a la creación de la Defensoría. El ministro de Justicia señaló públicamente que el proyecto: “revela sin duda alguna posible buena intención de sus autores o gestores, pero también su total falta de sentido común” (Esquivel y Montiel, 1997: 25), y amenazó con vetar la ley (Carazo, 2007). Más lejos fue el rechazo de la Sala Constitucional en marzo de 1991, al encontrar que el proyecto de ley 7319 contravenía la Constitución en catorce ocasiones, una sentencia sin precedente.[7]

				A pesar de esta oposición, el proyecto recibió un extenso apoyo en los círculos académicos, que reconocían que la Defensoría actuaría como una contrapartida de control al Poder Judicial (Vega, 1993). Legisladores con visión emprendedora, como el jurista Hugo Alfonso Muñoz, fueron esenciales para revivir el proyecto en los años ochenta, frente al obstruccionismo del Congreso. Desde estos círculos se reconocía que si bien en la última década se habían incluido en la legislación varios mecanismos de mediación con ciertos niveles de autonomía, la Defensoría, a diferencia de estas instituciones, incorporaba una nueva doctrina y función proactiva de defensa de los derechos (Muñoz, 2007). Para la formación del proyecto era decisiva la generación de consenso entre las élites políticas, sin embargo, ocurrió lo contrario, el proyecto pasó de ser visto como un proceso correctivo a uno impopular de reforma del Estado. Miguel Ángel Rodríguez Echeverría, ex presidente de Costa Rica y diputado en esa época, recuerda que:

				Cuando se discutió la ley en la Asamblea, y tuve que defenderla frente a mi propia fracción, la pregunta que me planteaban es exactamente la que usted me hace ¿para qué una agencia más? Lo que pensé es [que] se trataba de darle un magnavoz a los ciudadanos […] la Defensoría es importante oyendo al ciudadano común en sus pequeños problemas diarios que no les son atendidos por instituciones públicas […] (Rodríguez Echeverría, 2007).

				Sin haber intervenido en la formulación de la ley de creación de la Defensoría, el presidente Rafael Ángel Calderón la defendió y apoyó su paso a través de la legislatura en 1992 (Calderón, 2007). El proyecto también recibió un fuerte apoyo por parte del Tribunal Supremo de Elecciones, el procurador general y algunas pocas organizaciones sociales comprometidas con aquél.[8] La aprobación final de la ley no fue muy publicitada ni generó gran interés mediático, lo que se explica, en palabras de un entrevistado, por el perfil “académico” de esta entidad, que era extraña para muchos en Costa Rica (Carazo, 2007). No obstante esta observación, no se debe negar la importancia de situar la creación de la Defensoría en un contexto que respondió a los intereses de una élite política altamente organizada. De esta manera, la atractiva y popular propuesta de aprobar un puente institucional, distinto e innovador, entre el Estado y la sociedad fue central para sobreponerse a las objeciones de sus detractores.

				Diseño formal: acceso y pluralidad

				Formalmente, la Defensoría está dotada con un rango de atributos que favorecen su posicionamiento como un puente institucional entre el Estado y la sociedad. Sin embargo, como se muestra en esta sección, la habilidad de la Defensoría costarricense para cumplir con este papel ha sido seriamente desafiada por las estructuras informales de poder prevalecientes. Por ejemplo, por medio de nombramientos motivados políticamente, que podrían aumentar la brecha entre la Defensoría y los actores sociales organizados.

				A nivel general, las atribuciones estructurales de la Defensoría de Costa Rica no tienen limitaciones considerables y se basan en un amplio mandato para la protección y promoción de los derechos humanos. No obstante, el texto final de la ley 7319 sugiere que esta amplitud no recoge la intención original. El gran alcance de la intervención contenida en el artículo 1 se contradice con el estrecho enfoque del artículo 14, que limita su intervención al “control de legalidad”. Sin embargo, la ley reguladora de la Defensoría, publicada en junio de 1993, amplía el alcance normativo y doctrinal de la institución en su función promocional de los derechos humanos.[9] Se debe destacar que el decreto fue escrito exclusivamente por personal de la Defensoría, con la aprobación del ministro de Justicia. No hubo consulta formal a los actores sociales organizados durante el proceso de formulación; esta oportunidad de diseñar la institución fue aprovechada para consolidar la independencia de la Defensoría (Esquivel y Montiel, 1997: 59-61).

				Su facultad investigadora incluye la inspección irrestricta y sin previo aviso de instalaciones públicas, el acceso a documentación (excepto los secretos de Estado) y la convocatoria de funcionarios públicos, ejecutable por escolta policial si fuese necesario. Por otra parte, la Defensoría tiene expresamente prohibido intervenir en materia electoral, controlar la legalidad criminal y los asuntos pendientes ante las cortes judiciales.[10] Como reflejo de la norma regional, la Defensoría carece de poderes de ejecución formales, pero disfruta de valiosas prerrogativas legales, incluyendo el recurso de habeas corpus y de amparo y los poderes de revisión constitucional.

				La idea fundacional de la Defensoría como puente o punto de intersección entre el Estado y la sociedad también se observa en la responsabilidad de garantizar el acceso de los ciudadanos a la institución, a través de una estructura descentralizada que le asigna la ley. A pesar de esta obligación, la descentralización ha sido lenta, propensa al estancamiento o el retroceso. La primera oficina descentralizada permanente fue creada en 1998, y fue seguida por otras cinco oficinas regionales, la mayoría creadas después de 2001. Por medio de unidades móviles durante los ejercicios de Alberto Carazo y Sandra Piszk, se trató de ampliar la recepción de denuncias fuera de San José y promover el discurso de la institución. El retiro de fondos de cooperación de la Unión Europea en 1997 forzó la reducción de las operaciones descentralizadas y supuso el cierre temporal de oficinas locales en 1998 (Defensoría de los Habitantes, 1998: 172). La política de acercamiento por medio de establecimientos locales permanentes avanzó en el periodo de Manuel Echandi (“La Defensoría llega”, 2001). Este impulso de la descentralización tuvo lugar en el contexto de reformas estructurales sistémicas de la entidad y promovió la creación de una cadena municipal a nivel de gobiernos locales en 2002 (Alfaro, 2009).

				En lo referente a la selección de las personas que ocupan el cargo de defensores, el Congreso utiliza un sistema de puntos plural y meritocrático, con el fin de salvaguardarse de la influencia política poco transparente y buscando tomar en cuenta a los ciudadanos. Las organizaciones de la sociedad civil pueden presentar sus candidatos a una Comisión Legislativa, que es la que realiza las recomendaciones de nombramiento ante el Plenario. No obstante, en la comparación con otros ejemplos regionales (“Carazo critica sistema”, 2001),[11] el sistema ha sido criticado por la ausencia de participación ciudadana. La designación de diputados en ejercicio y de una candidata apoyada abiertamente por el presidente de la República en 2009 también han erosionado la percepción pública del sistema meritocrático de la Defensoría.

				A diferencia de una votación calificada, como la que se requiere para los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, y contrariamente a la norma regional, la designación del Defensor costarricense requiere sólo de una mayoría simple. El proyecto original preveía el apoyo de las dos terceras partes, una propuesta respaldada por el presidente Calderón para alentar un consenso amplio con el partido de oposición (Muñoz, 2007). Sin embargo, la Sala Constitucional declaró que esa forma de nombramiento era inconstitucional. El arreglo acordado ha estimulado las designaciones partidarias, reflejando el balance de poder existente dentro del Congreso, inicialmente entre el dominante Partido Liberación Nacional (PLN) y el Partido Unidad Social Cristiana (PUSC).[12] Recientemente surgió un panorama político más volátil, que llevó a la elección de Lisbeth Quesada en 2005, una candidata política no afiliada a los partidos tradicionales. Ésta fue seguida en 2009 por Ofelia Taitelbaum, una congresista en ejercicio del gobernante PLN. En términos generales, las dos elecciones más recientes reflejan el quiebre del tradicional sistema bipartidista, en donde el dominio del PLN ha crecido, el relativamente nuevo Partido Acción Ciudadana (PAC) ha ascendido y la presencia del PUSC ha disminuido.[13]

				La Defensoría de Costa Rica no ha sido inmune a las presiones de una élite política bien organizada. En particular, el método de designación está sujeto a manipulación, como se mostró en la elección de 2009, con una fórmula de elección que promueve el nombramiento de diputados (“Legislador puso un cero”, 2009).[14] Su disposición de vínculo formal ha sido comprometida hasta cierto punto por las extensas luchas de poder para influir en la institución, que han expuesto a la Defensoría al riesgo de captura política. Con la excepción de Quesada, los legisladores han elegido repetidamente uno de sus propios compañeros como cabeza de un organismo de “rendición de cuentas” independiente. A pesar de una evidente inversión de esta tendencia con la elección de un candidato extrapartidario en 2005, la elección de Taitelbaum, en 2009, implantó una fuerte percepción de control del Poder Ejecutivo sobre la Defensoría (y, por extensión, sobre la legislatura). Asimismo, la manera en que Taitelbaum fue nombrada condujo a un legislador a declarar que: “ellos cambiaron la Presidencia de la Asamblea Legislativa por la Defensoría y así decretaron la muerte de la Defensoría” (“Oposición repudió elección”, 2009). Dentro de la sociedad civil, la designación de la elegida por el presidente fue descrita como una expresión costarricense de “la dictadura en la democracia” (“Taitelbaum elegida Defensora”, 2009).

				Relación con los actores sociales organizados

				La relación entre la Defensoría costarricense y los actores sociales es notablemente menos intensa de lo que se registra en muchas de sus pares regionales (Pegram, 2008 y 2011). El carácter esporádico de esta interacción puede atribuirse a la forma de relación entre el Estado y la sociedad en Costa Rica. Específicamente, la capacidad histórica del Estado costarricense para satisfacer las necesidades sociales y canalizar la organización social ha disminuido los incentivos para la movilización social autónoma y la participación ciudadana en procesos políticos.[15] Por otra parte, un contexto socioeconómico relativamente próspero y la escasa ayuda internacional, por tratarse de un país de renta media, también han contribuido al bajo número de ONG en comparación con otros países de renta baja de la región (Villarreal, 2010). Para la Defensoría, este panorama supone menos oportunidades para lograr una coordinación significativa con actores sociales organizados.

				La cobertura de la creación de la Defensoría fue básicamente académica, recibiendo poca atención e interés de los medios de comunicación. Como se expuso antes, hubo poca participación por parte de la sociedad civil en la creación de la ley reguladora. Sin embargo, al asumir Carazo el cargo de defensor, intentó llegar a las organizaciones de la sociedad civil que eran vistas como una fuente de apoyo para la institucionalización de la nueva entidad. La huella de esa participación en las estructuras de la Defensoría es evidente. Por ejemplo, el cambio de nombre de Defensor a Defensoría reflejó la receptividad de Carazo a la preocupación de las ONG de mujeres sobre “la discriminación subliminal” (Carazo, 2007).
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